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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, treinta y uno de julio de dos mil diecisiete
Acta número ___ de 31 de julio de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira en asocio con su secretario, a desatar el recurso de apelación presentado por el señor LUIS HUMBERTO RAMÍREZ TAPASCO contra el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el día 13 de mayo de 2016, dentro del proceso ejecutivo laboral que le promueve a MEGABUS S.A., al CONSORCIO MEGAVIA 2004 integrado por Cival Construcciones Ltda y los señores Hernando Granada Gómez y César Baena García y  el MUNICIPIO DE PEREIRA.

Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

El señor Luis Humberto Ramírez Tapasco instauró demanda ejecutiva a continuación de ordinario laboral –fl.476- en contra de Megabus S.A., el Consorcio Megavía 2004 integrado por Civil Construcciones Ltda y los señores Hernando Granada Gómez y César Baena García y el Municipio de Pereira, solicitando el pago de las acreencias a que fueron condenados en el proceso ordinario laboral de primera instancia y las costas procesales a su favor.
El Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión por medio de auto de 11 de marzo de 2014 libró mandamiento de pago a favor del demandante por la suma de $798.423 por concepto de prestaciones sociales, auxilio de transporte y vacaciones; por la suma de $13.439.995 correspondiente a la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. por los primeros 24 meses y los intereses moratorios sobre el capital a partir del mes 25 hasta que se efectúe el pago de la obligación; por la suma de $342.000 equivalentes a las costas del proceso ordinario laboral y las costas del ejecutivo laboral.

Una vez notificada personalmente del auto por medio del cual se libró el mandamiento de pago –fl.511-, la sociedad Megabus S.A. a través de escrito de 29 de julio de 2014 presentó la resolución Nº 2269 de 9 de junio de 2014 mediante la cual el Municipio de Pereira ordenó el reconocimiento y pago de unas sentencias, la orden de pago Nº 12041 de 24 de julio de 2014 y copia del depósito judicial efectuado por la suma de $14.493.372 ese mismo día –fls.516 a 524-.  Posteriormente, el mismo ente territorial constituyó el título judicial No 451744 por valor de $807.226.
Luego de una serie de actuaciones buscando el emplazamiento de los integrantes del Consorcio Megavía 2004, el juez de primer grado, a través de auto de 14 de enero de 2015, declaró cumplida la obligación determinada en el mandamiento de pago y dispuso el pago del depósito judicial constituido por la suma de $14.493.372 y el fraccionamiento del título consignado por valor de $807.226, de tal manera que fueran pagados $555.046.2 a la parte demandante y los $252.179.8 restantes se le devolviera a la entidad ejecutada una vez se estableciera el monto de las costas procesales y las agencias en derecho correspondientes a la ejecución. 
Fijadas, liquidadas y aprobadas las costas y agencias en derecho, se ordenó el fraccionamiento del título judicial que todavía se encontraba en el proceso, para descontar el valor tasado por éste concepto y disponer su pago a favor del actor. La orden de archivo se produjo mediante auto de fecha 28 de octubre de 2015.

En escrito de fecha 11 de abril de 2016 la parte ejecutante solicitó que se librara mandamiento de pago por los intereses generados respecto de la condena impuesta en el proceso ordinario, a partir del 7 de marzo de 2007, fecha en que se profirió la sentencia de segunda instancia, y hasta el 24 de julio de 2014, data en que se canceló la obligación por parte de Megabus S.A.  El monto total por este concepto lo calculó en la suma de $663.257.
Mediante auto de fecha 13 de mayo de 2016 el juzgado Cuarto Laboral del Circuito negó la solicitud de la parte actora, precisando que lo pretendido es el cobro de intereses sobre los intereses moratorios liquidados y cancelados por la llamada a juicio, lo cual resulta contrario a derecho de conformidad con lo establecido en el artículo 2235 del Código Civil.
Hizo notar además la falladora de instancia la extemporaneidad de la petición y la ausencia de título ejecutivo respecto al monto que pretende ejecutar, toda vez que no fue incluido en la sentencia que reconoció a favor del actor derechos laborales e indemnizaciones. 

Inconforme con la decisión, el señor Luis Humberto Ramírez Tapasco interpuso recurso de apelación –fls. 605 a 611- insistiendo en el mandamiento de pago, bajo el argumento de que los intereses que reclama fueron ordenados en la sentencia; que su cobro no representa la capitalización de otros réditos y que la indemnización moratoria a que fueron condenados los demandantes, de la cual hace parte el concepto que por la vía ejecutiva reclama, no puede entenderse como un cobro contrario a la ley y menos que se trata de anatocismo, pues lo único que busca es el pago completo de un concepto al que fueron condenados los demandados.
Procede la Sala a resolver la alzada teniendo en cuenta las siguientes 

CONSIDERACIONES

Problema jurídico
¿Es procedente librar mandamiento dentro de un proceso ejecutivo terminado, para cobrar diferencias resultantes entre las sumas estimadas por el juez de la ejecución por concepto de los intereses de que trata el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo y el valor que considera el actor debió cancelarse?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. EL FENOMENO DE LA COSA JUZGADA

El fenómeno de la cosa juzgada representa una institución jurídico-procesal tendiente a obtener la inmutabilidad, estabilidad y respeto de las decisiones judiciales que de acuerdo a las disposiciones de la legislación adjetiva han quedado en firme.  En tal sentido constituye pilar fundamental del principio superior del debido proceso, al impedir a los funcionarios encargados de administrar justicia, reabrir litigios que ya han sido resueltos con anterioridad, lo que garantiza la estabilidad jurídica y le otorga seriedad y seguridad al sistema. 

Por disposición del artículo 303 del C.G.P, aplicable en los procesos laborales según autoriza el Art. 145 del C.P.T.S.S., para que frente a un proceso pueda pregonarse la ocurrencia de la cosa juzgada es necesario que se presente identidad de objeto, identidad de causa e identidad jurídica de las partes.

La valoración de identidad de dos procesos, en relación a estos tres elementos que configuran la institución jurídico-procesal de la cosa juzgada, no deben ser interpretados a tal punto de considerar, que el juicio primigenio debe ser una fiel copia del contemporáneo, por cuanto lo que se busca, según lo ha expuesto la Honorable Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia
, es: 

“…que el núcleo de la causa petendi, del objeto y de las pretensiones de ambos procesos evidencien tal identidad esencial que permita inferir al fallador que la segunda acción tiende a replantear la misma cuestión litigiosa, y por ende a revivir un proceso legal y definitivamente fenecido. 

2. CASO CONCRETO 
Según se extrae de la alzada, la inconformidad de la parte actora radica en la negativa del juzgado de librar el mandamiento de pago pretendido, a pesar de que resulta evidente, según sus cálculos, que los intereses previstos en el artículo 65 del C.S.T. fueron indebidamente liquidados por el Juzgado al momento de dar por terminado el presente ejecutivo, quedando un saldo insoluto por éste concepto de $663.257.
Con independencia de que exista o no un capital a favor del actor por cualquier concepto originado en la sentencia que reconoció a su favor una serie de beneficios de carácter laboral, es incuestionable que lo pretendido ya fue puesto a conocimiento del juez laboral, toda vez que mediante escrito de fecha 19 de febrero de 2014 –fl 473- le fue solicitada la ejecución de las obligaciones a las que fueron condenados los integrantes del Consorcio Megavía 2004 –Cival Construcciones Ltda, Hernando Granada Gómez y Cesar Baena García y solidariamente Megabus S.A., incluidos los “intereses moratorios sobre las sumas debidas”, liquidados a partir del mes 24.
A ésta petición tal y como fue presentada se accedió mediante auto de 11 de marzo de 2014 –fls 473 y vto-, decisión que dio apertura al ejecutivo laboral que terminó por cumplimiento de la obligación por parte de Megabus S.A., conforme se indicó en el auto de fecha 14 de enero de 2015 –fls 166 y 167.
En esa oportunidad, ante la existencia de recursos suficientes para finiquitar la deuda por el obligado solidario, el Juzgado procedió a ordenar el pago de $15.048.418 constituidos en dos títulos judiciales, uno por $14.493.372 y otro por $555.046.2-, con los cuales se cubrieron prestaciones sociales, auxilio de transporte, vacaciones -$798.423-, sanción moratoria -$13.439.995.2- y costas del proceso ordinario -$342.000-, conceptos que ascendieron a $14.580.418.2.

Ahora frente al monto ordenado cancelar por el juez de la causa y ésta última suma se registra un excedente igual a $468.000, que corresponde al monto liquidado por cuenta de los intereses moratorios por los cuales se libró mandamiento en el ordinal tercero del auto de fecha 11 de marzo de 2014.

En el anterior orden de ideas, si la parte ejecutante no se encontraba conforme con la anterior suma y consideraba que la misma debía ser mayor, debió recurrir la decisión que dio por cumplida la obligación y cómo así no lo hizo, no le es dable ahora revivir un juicio que se encuentra legalmente terminado.

Así las cosas, encontrando que el presente asunto se dan los presupuestos para declarar probada la excepción de cosa juzgada, pues existe identidad de partes, de título ejecutivo y pretensiones y en ese sentido, se modificará la decisión recurrida, pues si bien coincide la Sala con la a quo en que el mandamiento de pago debió ser denegado, las razones no resultan ser las mismas.
Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2º del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ORDINAL PRIMERO del auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 13 de mayo de 2016, el cual quedará así:
“PRIMERO: DECLARAR PROBADA OFICIOSAMENTE la excepción de cosa juzgada y en consecuencia, DENEGAR el mandamiento de pago pretendido”.

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la providencia recurrida.

Sin costas en esta instancia.
Notifíquese, 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                             OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
                                                                                                                         Impedida 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 18 de agosto de 1998. Radicación No. 10819. M.P. Dr. José Roberto Herrera Vergara.
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